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La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Benavente el día 11 de 
febrero de 2010, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. xxxxx, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 8 de enero de 2010 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
yyyyy, en representación de D. xxxxx, debido a los daños sufridos en un 
accidente por el mal estado de la calzada. 
 
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 19 de enero de 
2010, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 41/2010, iniciándose el cómputo del plazo 
para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del Reglamento 
Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Nalda García. 
 

Primero.- El 17 marzo de 2009 tiene entrada en el registro de la 
Diputación Provincial de xxxx1 una reclamación de responsabilidad patrimonial 
planteada por Dña. yyyyy, en nombre y representación de D. xxxxx, debido a 
los daños sufridos en el vehículo propiedad de éste por el mal estado de la 
calzada. 
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En su escrito expone que el día 19 de marzo de 2008, sobre las 08:45 

horas, un autobús circulaba por la carretera provincial xx1, de xxxx2 a xxxx3 
(xxxx1), en sentido descendente, cuando al llegar a la altura del punto 
kilométrico 11,00, término municipal de xxxx4, como consecuencia de la quema 
de rastrojos que estaban efectuando dos operarios de la Diputación Provincial, 
se produce una gran humareda que, junto a la niebla existente, prácticamente 
anula la visibilidad y provoca que el automóvil matrícula xxxx invada el carril por 
el que circulaba el autobús y colisione con él. 

 
Solicita una indemnización por los daños sufridos que asciende a la 

cantidad de 15.176,66 euros. 
 

 Adjunta a su reclamación poder general para pleitos a favor de la 
representante del interesado, atestado por accidente de circulación, diligencias 
previas nº 77/2008, instruidas por el Destacamento de la Guardia Civil de xxxx5 
(xxxx1) e informe fotográfico del lugar donde se ha producido el hecho, 
permiso de circulación del vehículo siniestrado y facturas del traslado del 
autobús hasta el taller de reparación por importe de 872,26 euros y de la 
reparación del vehículo por importe de 9.864,30 euros, así como diversas 
facturas y documentación que acreditan un lucro cesante por importe de 
6.634 euros. 

 
Segundo.- El 22 de junio el Servicio de Carreteras emite informe en los 

siguientes términos: 
 
 “1º.- Que en el p.k. 11+100 de la carretera provincial xx1, de 

xxxx2 a xxxx3, se estaban realizando trabajos de conservación de las márgenes 
de la carretera consistentes en la corta de maleza, estando señalizadas a ambos 
lados de la carretera con señales de ‘obras’ (TP-18) y de ‘velocidad máxima’ (TR-
301) a 40 km/h. 

 
 »2º.- Que donde se ha producido el accidente es un tramo recto. 
 
 »3º.- Que se disponía del permiso preceptivo de la Junta de 

Castilla y León para la corta de zarzas. 
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 »4º.- Que según indica el conductor del vehículo matrícula xxxx, 
ante la falta de visibilidad invadió el carril contrario, acción que no se debería 
haber producido ya que no existía ningún obstáculo en la calzada que motivase 
la citada acción”. 

 
Tercero.- Interpuesto recurso contencioso-administrativo, el 21 de 

septiembre de 2009 el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de xxxx1 
reclama a la Diputación Provincial el expediente de la reclamación de 
responsabilidad patrimonial. 

 
Cuarto.- Concedido trámite de audiencia el 12 de noviembre, la 

representante del interesado presenta el 30 de noviembre escrito de 
alegaciones en el que reitera su solicitud inicial y comunica la interposición del 
recurso contencioso-administrativo. 
 

Quinto.- El 3 de diciembre de 2009 se formula propuesta de resolución 
desestimatoria de la reclamación planteada, al no haber quedado acreditada la 
necesaria relación de causalidad entre el daño sufrido por el reclamante y el 
funcionamiento del servicio público local. 

 
 En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
 1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla C), por analogía con la 
regla A), apartado g), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del 
Consejo, por el que se determina el número, orden, composición y 
competencias de las Secciones.  
 
 2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

 3



 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

3ª.- Concurren en la parte interesada y en su representante los 
requisitos de capacidad y legitimación exigidos por la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. La competencia para resolver la reclamación corresponde al 
Presidente de la Diputación Provincial, sin perjuicio de la delegación del 
ejercicio de competencias que pueda existir, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en relación con los 
artículos 34.1.o), 34.2 y 35.2.b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases del Régimen Local. 
 

El derecho se ha ejercitado en tiempo hábil, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, esto 
es, antes de transcurrir el plazo de un año desde la fecha del hecho causante. 
Los hechos ocurrieron el 19 de marzo de 2008 y la reclamación se presentó el 
17 de marzo de 2009. 
 

4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”.  

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los artículos 

139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que además se 
remite, de forma genérica, el artículo 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 
Consejo de Estado así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: 
 
  a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
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  b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 
que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 
  c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 
 
  d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 
  e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
  f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 

5ª.- En la esfera de las Administraciones Locales, el artículo 54 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, establece que “Las Entidades locales responderán 
directamente de los daños y perjuicios causados a los particulares en sus bienes 
y derechos como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o 
de la actuación de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos 
establecidos en la legislación general sobre responsabilidad administrativa”. 
Este precepto es reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 
del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 
Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 2.568/86, de 28 de noviembre. 

 
En cuanto al fondo del asunto, el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes 

de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 1.372/1986, de 13 de 
junio, establece que “Son bienes de uso público local los caminos, plazas, 
calles, paseos, parques, aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras 
públicas de aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía 
sean de la competencia de la entidad local”. 

 
Debe partirse para ello de la obligación que, conforme al artículo 36.1.c), 

en relación con el artículo 25.2.d) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, tienen las 
Diputaciones Provinciales de mantener las vías sobre las que ostentan 
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competencia en condiciones que garanticen la seguridad de los vehículos que 
por ellas transitan y de sus ocupantes. 

 
 El accidente tuvo lugar el 19 de marzo de 2008, a as 08:45 horas, debido a 
que la quema de rastrojos que estaban efectuando dos operarios de la 
Diputación Provincial produjo una gran humareda que, junto a la niebla 
existente ese día, prácticamente anuló la visibilidad y provocó que el automóvil 
matrícula xxxx invadiera el carril por el que circulaba el autobús y colisionara 
con él.  
 
 En los casos de inclemencias metereológicas, tal y como establece reiterada 
jurisprudencia, las medidas exigibles a la Administración son más flexibles, lo cual 
resulta justificado por las extremadas precauciones que se requieren en esas 
circunstancias en la conducción, ya que la diligencia exigida a los conductores debe 
ser más alta que la exigencia administrativa de evitar las situaciones de riesgo, 
puesto que la existencia de niebla en las carreteras en época invernal constituye un 
hecho ordinario y normal que debe ser tenido en cuenta por los usuarios de 
aquéllas, quienes deben adoptar especiales medidas de precaución y celo a la hora 
de circular por ellas; y más teniendo en cuenta la fecha hora y condiciones 
climatológicas en la que se produce el accidente, propias de la estación invernal.

 
 En cuanto a la señalización existente en la carretera, la jurisprudencia 
mantiene también que su estándar puede variar de acuerdo con las 
circunstancias del lugar, ya se trate de una calzada mal conservada o no, o de 
las diferentes clases de vías. En este caso concreto, en la carretera provincial 
xx1, según las diligencias previas nº 77/2008, instruidas por el Destacamento 
de la Guardia Civil de xxxx5, existía un “(…) tramo afectado por obras entre los 
puntos kilométricos 10,700 y 11,300 donde se encontraban las señales de 
obras, con el fondo de color amarillo: 
 
  »Señal de advertencia de peligro, P-18 (obras). 
 

 »Señal de prohibición o restricción, R-301 (velocidad máxima a 40 
km/h)”. 
 
 Ha de recordarse que la carga de la prueba pesa sobre la parte 
reclamante de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei 
qui agit y onus probandi incumbit actori, con el artículo 217 de la Ley 1/2000, 
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de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, por remisión del artículo 60.4 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa y con lo que, más específicamente para el régimen de la 
responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 6.1 del 
Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas en materia 
de responsabilidad patrimonial. La Administración, por su parte, deberá probar 
los hechos que, en su caso, desvirtúen los alegados. 
 
 Al no haberse acreditado suficientemente el hecho causante del daño ni 
las circunstancias en que se produjo, la reclamación debe desestimarse, ya que 
no concurren los requisitos exigidos por el artículo 139 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre. 

 
En este sentido y con carácter uniforme se pronuncia la jurisprudencia, al 

defender que la mera declaración del conductor del vehículo no es prueba 
suficiente para estimar las reclamaciones de responsabilidad patrimonial. Así, la 
Sentencia de la Audiencia Nacional de 21 de febrero de 2006 (referida a una 
petición de responsabilidad en la que, como ocurre en el presente caso, tan 
sólo se cuenta con la declaración del perjudicado) señala que “Las 
manifestaciones del conductor del vehículo implicado, por tanto, en los hechos 
no son prueba bastante para acreditar la forma en que se produjo el accidente, 
si no están completados con otras pruebas o indicios suficientes (…). Conforme 
al principio de la carga de la prueba, recogido en el antiguo artículo 1.214 del 
Código Civil y en el actual artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
incumbe al actor probar (...) la certeza de los hechos de los que ordinariamente 
se desprenda, según las normas jurídicas a ellos aplicables, el efecto jurídico 
correspondiente a las pretensiones de la demanda (...)”. Es decir, al recurrente 
incumbe acreditar el hecho derivado del funcionamiento del servicio público y la 
existencia del exigible nexo causal entre tal hecho y la lesión denunciada. 
 
 No cabe considerar que el vigente sistema de responsabilidad patrimonial 
objetiva de las Administraciones Públicas “convierta a éstas en aseguradoras 
universales de todos los riesgos con el fin de prevenir cualquier eventualidad 
desfavorable o dañosa para los administrados, derivado de la actividad de 
éstos, por el hecho de que ejerza competencias en la ordenación de un 
determinado sector, porque, de lo contrario, como pretende la representación 
procesal del recurrente, se transformaría aquél en un sistema providencialista 
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no contemplado en nuestro ordenamiento jurídico” (Sentencia del Tribunal 
Supremo de 6 de marzo de 1998). 
 
 Por otra parte el artículo 19.1 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobada por Real Decreto Legislativo 
339/1990, de 2 de marzo, establece que “Todo conductor está obligado a 
respetar los límites de velocidad establecidos y a tener en cuenta, además, sus 
propias condiciones físicas y psíquicas, las características y el estado de la vía, 
del vehículo y de su carga, las condiciones meteorológicas, ambientales y de 
circulación y, en general, cuantas circunstancias concurran en cada momento, a 
fin de adecuar la velocidad de su vehículo a las mismas, de manera que 
siempre pueda detenerlo dentro de los límites de su campo de visión y ante 
cualquier obstáculo que pueda presentarse”. Este precepto es reproducido de 
forma literal por el artículo 45 del Real Decreto 1428/2003, de 21 de 
noviembre, por el que aprueba el Reglamento General de Circulación. 

 
En consecuencia, al haber cumplido la Administración su obligación de 

mantener la carretera en condiciones adecuadas a la circulación y dado que 
existe una correcta señalización de la vía, no puede considerarse probada la 
existencia de relación de causalidad entre los daños sufridos y el funcionamiento 
del servicio público, razón por la que procede desestimar la reclamación. 

 
 Esta conclusión se confirma si se tiene en cuenta que el conductor del 
vehículo matrícula xxxx, ante su falta de visibilidad, reconoce que invadió el 
carril contrario por el que circulaba el autobús y colisiona con él, acción que no 
se debería haber producido ya que no existía ningún obstáculo en la calzada 
que motivase la citada acción del conductor. Así, los daños sufridos por el 
reclamante no se produjeron de forma directa e inmediata en relación con la 
actividad administrativa, como consecuencia del servicio público prestado por la 
Administración Provincial -la limpieza de las zarzas existentes en los arcenes de 
la calzada-, sino que se ocasionaron por la colisión con un automóvil.  
 

6ª.- Sin perjuicio de las consideraciones anteriores, al constar que el 
interesado han interpuesto recurso contencioso-administrativo contra la 
desestimación, por silencio administrativo, de la reclamación de responsabilidad 
patrimonial, resulta obligado advertir que, con independencia de que en dicho 
procedimiento puedan tenerse por probados los hechos alegados, en el caso de 
que en dicho proceso o en otro hubiera recaído sentencia firme, no procedería 
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ya dictar resolución alguna en vía administrativa, sino dar cumplimiento en sus 
propios términos al fallo de la sentencia. 
 

7ª.- Resta por último señalar que es preciso efectuar diversas 
correcciones de carácter formal en la propuesta de resolución remitida, por 
cuanto que el reclamante es D. xxxxx, no D. xxxx6. 

 
 

III 
CONCLUSIONES  

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyyy, en representación de D. xxxxx, debido a los daños 
sufridos en un accidente por el mal estado de la calzada. 
 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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